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Esta providencia nos quedó incompleta. Bien hubiera venido una 

protección constitucional que dejara a salvo la integridad de los derechos 

fundamentales del debido proceso y el acceso a la administración. Las 

razones que me conducen a salvar parcialmente mi voto en relación con la 

decisión adoptada dentro del asunto de la referencia, son las que expreso a 

continuación: 

  

Comparto el amparo de los derechos fundamentales al debido proceso y al 

acceso a la administración de justicia de la señora Liliana Lizarazo Flórez 

y el señor Gustavo Arley Trejos, padres del menor Diego Felipe Becerra 

(Q.E.P.D), quien presuntamente fue asesinado por un miembro de la 

Policía Metropolitana de Bogotá. Sin embargo, desde la perspectiva de las 

garantías procesales, considero que la protección constitucional otorgada 

por esta Sala pudo haber resultado más garantista e integral si se hubiese 

determinado la invalidez o ineficacia de la actuación a partir de la primera 

oportunidad en que se resolvió desfavorablemente la solicitud de 
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intervención elevada por las víctimas, en el marco del proceso disciplinario 

con radicación IUS 2011-3067411. 

 

Lo anterior, toda vez que durante el proceso y en la presente providencia 

se corroboró que los padres del menor asesinado son sujetos procesales 

titulares de derechos dentro de la acción disciplinaria por haber sido 

víctimas de conductas que constituyen violaciones del Derecho 

Internacional de los Derechos Humanos, no obstante lo cual, desde la etapa 

de indagación preliminar2 el Procurador Delegado para la Policía Nacional 

no los reconoció como tal.  

 

Respecto del derecho fundamental al debido proceso, la jurisprudencia de 

esta Corporación ha indicado que es el conjunto de garantías contempladas 

en el ordenamiento jurídico, por medio del cual se protege la actuación de 

los individuos dentro de los procesos judiciales o administrativos, con la 

finalidad de obtener la aplicación correcta de la justicia3. Hacen parte de 

las garantías del debido proceso: (i) el derecho a la jurisdicción; (ii) el 

derecho al juez natural; (iii) el derecho a la defensa; (iv) el derecho a un 

proceso público; (v) el derecho a la independencia del juez y por último, 

(vi) el derecho a la independencia e imparcialidad del juez o funcionario. 

 

Por este motivo, en criterio del suscrito, la entidad accionada vulneró los 

derechos fundamentales al debido proceso y al acceso a la administración 

de justicia a lo largo de toda la actuación disciplinaria y no solo a la hora 

de declarar la improcedencia del recurso de apelación, pues en el trámite 

de primera instancia las víctimas no pudieron ejercer el derecho de 

contradicción solicitando pruebas4 y presentando alegatos de conclusión5, 

con el fin de controvertir los argumentos esgrimidos por la defensa de los 

miembros de la Policía Metropolitana de Bogotá investigados. 

 

La jurisprudencia de esta Corporación ha indicado que la participación en 

los procesos disciplinarios por parte de víctimas de conductas que 

constituyen violación del Derecho Internacional de los Derechos Humanos 

o del Derecho Internacional Humanitario, como sujetos procesales, se 

lleva a cabo en aras de hacer efectivos los derechos de verdad y justicia, 

                                                           
1  Solicitud presentada el 20 de octubre de 2016  por la apoderada de las Víctimas, la señora Diana 

Angélica Martínez Lemus (Folio 56). 

2 Artículo 150 Ley 734 de 2002 (Código Disciplinario Único). 

3 Sentencia C-341 de 2014 

4 Artículo 166 Ley 734 de 2002 (Código Disciplinario Único). 

5 Artículo 169 Ley 734 de 2002 (Código Disciplinario Único). 
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toda vez que esta intervención constituye una forma de reparación distinta 

a la pecuniaria. 

 

En este sentido, la Sentencia C-014 de 2004 de esta Corte dispuso que las 

víctimas de las conductas antes mencionadas están legitimadas para acudir 

al proceso disciplinario como sujetos procesales, con todas las facultades 

que les son reconocidas por la ley. En tal sentido, resaltó que las víctimas 

de estos delitos: 

 

“están legitimadas para intervenir en el proceso disciplinario para que en 

éste se esclarezca la verdad de lo ocurrido, es decir, para que se reconstruya 

con fidelidad la secuencia fáctica acaecida, y para que en ese específico 

ámbito de control esas faltas no queden en la impunidad.  Es decir, tales 

víctimas o perjudicados tienen derecho a exigir del Estado una intensa 

actividad investigativa para determinar las circunstancias en que se cometió 

la infracción al deber funcional que, de manera inescindible, condujo al 

menoscabo de sus derechos y a que, una vez esclarecidas esas circunstancias, 

se haga justicia disciplinaria.”. 

 

Dicho esto, es evidente que la participación de las víctimas de las 

conductas que constituyen violación del Derecho Internacional de los 

Derechos Humanos, como ocurre en este caso, es indispensable y 

trascendental dentro del análisis de los derechos fundamentales al debido 

proceso y al acceso a la administración de justicia. Por lo anterior, lamento 

que la ponencia, a pesar de nuestras observaciones y la informalidad de la 

acción de tutela, no haya otorgado un alcance extra petita y ultra petita a 

la solicitud de la acción de tutela6, pues, si bien los accionantes se limitaron 

a solicitar la nulidad del auto en virtud del cual la Procuraduría Delegada 

para la Policía Nacional declaró la improcedencia del recurso de apelación, 

siendo titulares de derechos y objeto de protección, tenían plenas garantías 

procesales para incidir en la decisión de primera instancia. 

 

Considero que la decisión adoptada en el presente caso no constituye una 

protección material suficiente de los derechos vulnerados a los accionantes 

por parte de la Procuraduría demandada, toda vez que el recurso de 

                                                           
6 Al respecto al Sentencia T-060 de 2016 se pronunció en los siguientes términos: “El juez de tutela está 

investido de la facultad oficiosa de proferir fallos extra y ultra petita, cuando de los hechos de la 

demanda se evidencia la vulneración de un derecho fundamental, incluso cuando no ha sido solicitado 

por el tutelante.” 
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apelación debe ser resuelto por la misma entidad, la cual, probablemente, 

confirmará el fallo de primera instancia. Por este motivo, y en aras de que 

el amparo de los derechos fuera idóneo y eficaz, esta Sala debió dejar sin 

efecto todas las actuaciones adelantadas dentro de la acción disciplinaria, 

con el propósito de que la familia de este menor pudiera intervenir y allegar 

los elementos materiales probatorios necesarios para brindar una nueva 

versión de los hechos.  

 

En suma, en procura de garantizar y materializar la efectiva protección de 

los derechos fundamentales al debido proceso y al acceso a la 

administración de justicia de los padres del menor Diego Felipe Becerra, 

se debió propiciar la ineficacia de todo lo actuado desde la primera 

solicitud de intervención de las víctimas dentro de la acción disciplinaria, 

toda vez que la Procuraduría Delegada para la Policía Nacional impidió 

que estos ejercieran su derecho de defensa y contradicción de manera 

oportuna.  

 

En los anteriores términos, disiento parcialmente de lo resuelto en el fallo, 

dejando a salvo mi absoluto respeto por la decisión mayoritaria de la Sala 

Sexta de Revisión de la Corte Constitucional. 

  

Fecha ut supra, 

 

 

 

 

ALBERTO ROJAS RÍOS 

Magistrado 

 

 

 


